DEMANDAS DE QDQ A TENER EN CUENTA EN LA REFORMA DEL FAD
Los créditos del Fondo de Ayuda al Desarrollo (FAD) son uno de los dos mecanismos a través de los cuales el Estado español mantiene su posición de acreedor de deuda con países empobrecidos. En el año 2007 supusieron el 49,38% del total de la deuda que terceros países debían al Estado. 

Desde su creación en 1976, los créditos FAD intentan cumplir el doble objetivo de promover las exportaciones españolas, actuando como instrumento de internacionalización de la economía española y de canalización de la ayuda para el desarrollo de los países más empobrecidos. Ambos objetivos no siempre se han visto como compatibles dado que los intereses empresariales difícilmente coinciden con las necesidades que tienen las poblaciones más desfavorecidas de estos pueblos. Por ello, los créditos FAD han sido, y son, duramente discutidos desde el mundo de la solidaridad internacional. Y es que, excepto en casos extraordinarios, el ICO otorga estos créditos blandos de manera ligada a la compra de bienes y servicios españoles. Este hecho imposibilita al país que recibe los créditos FAD de disponer de libertad de contratación para la ejecución de los proyectos, lo que dificulta que la economía local se fortalezca al inhabilitar la contratación de empresas locales. En efecto, este tipo de instrumentos de exportación facilitan la internacionalización de la empresa española en los países empobrecidos, a la vez que destruye las capacidades locales de crear un tejido industrial propio, a través de los efectos de arrastre sobre el resto de la economía que podría tener ese proyecto. Tratándose de una empresa española quien ejecuta los proyectos que financian esos créditos, la mayoría de efectos de arrastre se sienten en la economía española y no en la de los países empobrecidos, una característica inapropiada para un instrumento cuya finalidad principal debiera ser el desarrollo de los pueblos empobrecidos. 
El FAD es el principal instrumento generador de deuda en el Estado español, y su capacidad de endeudamiento es cada vez mayor y además creciente, lo que debe tenerse en cuenta desde una perspectiva de desarrollo, ya que este rasgo va en oposición a una sana política de generación de un desarrollo sostenible, como han señalado diferentes instituciones internacionales.

Son muchas las entidades, organizaciones y movimientos sociales tanto del Norte como del Sur que están luchando por acabar con la lacra de la deuda externa, que sigue oprimiendo a los pueblos del Sur, que genera más dependencia, que enriquece a unos pocos y empobrece a muchos y que no permite que los pueblos del Sur vivan con dignidad.  
Ahora, con la nueva reforma de este instrumento, tenemos la oportunidad de acabar con la generación de más deuda ilegítima, transformando dicho mecanismo siempre y cuando exista voluntad política para ello. La sociedad civil, ha  de poder participar de forma activa en todo este proceso.  Es por ello que desde la campaña estatal “¿Quién debe a quién?” les hacemos llegar nuestras demandas:
¿QUÉ CREEMOS IMPRESCINDIBLE PARA LA REFORMA DEL FAD?
1. Auditar los créditos FAD emitidos hasta ahora por el Estado español. En el supuesto de que existieran evidencias  de créditos ilegítimos, haría falta cancelar esta deuda y exigir responsabilidades, tanto a quien los concedió como a quien los aceptó en aras de sus respectivos estados. A nuestro parecer, estas auditorías deberán ser mixtas entre las sociedades civiles del Norte y del Sur y los Parlamentos implicados. Es importante señalar que hasta ahora nunca se ha hecho ninguna evaluación de los créditos FAD. Mientras se auditasen los créditos FAD anteriores, se debería declarar una moratoria de la deuda FAD que los países del Sur tienen con el Estado español. 

2. Eliminar la utilización de instrumentos crediticios como los créditos FAD de la Ayuda Oficial al Desarrollo, puesto que actualmente éstos tienen objetivos y prioridades tan diferentes como dispares, y son ajenos a los principios e intereses de la lucha contra la pobreza, en la medida que forman parte de intereses de promoción comercial e internacionalización de la empresa española. Suprimir los créditos FAD de la AOD evitaría que aumente la situación de endeudamiento a los países empobrecidos y que, más tarde, se exija a los países empobrecidos actuaciones de envergadura para aligerar, reducir o refinanciar esta deuda. Apostar definitivamente por las donaciones es lo que han hecho históricamente varios países de la OCDE como son Australia, Grecia, Irlanda, Luxemburgo y Nueva Zelanda. Más recientemente, también se han decidido por este camino Austria, Canadá, Dinamarca y los Países Bajos. Asimismo, parece que esta es la línea emprendida por Bélgica y, en parte, también por Suiza.

3. Asimismo, y en coherencia con ello, se debería exigir la no contabilización de la cancelación de deuda como AOD. De este modo, se impediría que actuaciones urgentes de la política de cooperación internacional se vean distorsionadas y atrasadas por la naturaleza y complejidad específica de instrumentos comerciales como el FAD. Igualmente, se evitaría la pérdida de calidad y eficacia en nuestra AOD originada por el peso de un instrumento de naturaleza estrictamente comercial, utilizado habitualmente para la apertura de mercados y la internacionalización de empresas españolas. 

4. Una parte importante de la partida FAD se destina a las contribuciones y cuotas para las Instituciones Financieras Multilaterales – IFIs (FMI, BM y Bancos Regionales de desarrollo). QdQ, junto con la amplia mayoría de las organizaciones y movimientos sociales, vienen cuestionando la legitimidad de dichos organismos por su papel en la imposición de políticas neoliberales y sus efectos en los derechos humanos y devastación medioambiental, por su opacidad y escándalos de corrupción y por su funcionamiento no democrático (bajo el poder de gobiernos del Norte más a favor de las multinacionales). En el contexto de crisis del sistema financiero internacional, el cuestionamiento a dichas instituciones ahora es indiscutible y su reforma es apuntada desde sectores que antes eran reacios o incluso opuestos. En este sentido, desde QDQ pedimos una moratoria a nuestras aportaciones hasta que no exista una transformación radical de dichas instituciones en términos de funcionamiento democrático, transparencia y no condicionalidad de políticas (respeto a la soberanía y procedimientos democráticos de los países).
5. Proceder a la eliminación de la ayuda ligada en la cooperación española, en línea con el que se viene haciendo en Alemania, Francia, Irlanda, Noruega, Reino Unido y Suiza. Así se estaría  actuando tal y como vienen reclamando diferentes instituciones internacionales. Entendemos la AOD como un instrumento de redistribución de la riqueza y de restitución histórica. Por esto, defendemos que toda la AOD debe ser en forma de donación desligada de los intereses comerciales del donante. Asimismo, vemos necesario establecer limitaciones positivas a las donaciones.
6. Proceder a la eliminación de la ayuda condicionada en la cooperación española y exigir mecanismos públicos de control y evaluación para verificar que realmente se cumple. Vemos como la cooperación española se ha condicionado a la adopción de ciertas políticas gubernamentales, como ejemplo está sucediendo en el Magreb, donde se ha ligado la ayuda a las políticas de inmigración (control de flujos) y seguridad. 

7.   El hecho que toda la ayuda deba ser donación, desligada y no condicionada, no ha de significar recortes en el  escenario económico previsto para la AOD en el proyecto de Ley de presupuestos Generales del Estado del año 2009.  Por ello, exigiremos el mantenimiento de las cifras aprobadas para el 2009 para la AOD. Pensamos que se ha de redefinir el concepto actual de AOD. Ésta ha de ir dirigiéndose a erradicar aquellos mecanismos que están oprimiendo a los pueblos del Sur.
8. Exigir un compromiso para la realización de evaluaciones ex ante y ex post para todos y cada uno de los proyectos financiados mediante Ayuda Oficial al Desarrollo, con carácter de donación y desligado, dejando de lado las prácticas de financiaciones globales de país. Así se actuaría en la línea de lo que se hace en Alemania, Bélgica, Francia, Gran Bretaña, Italia y Suiza. Estas evaluaciones se deberán llevar a cabo con la participación de los países receptores y ser efectuadas por organismos ajenos a la dirección y gestión de estos proyectos. Asimismo se debería crear un mecanismo público de control (donde pueda participar activamente las sociedades civiles del Norte y del Sur), evaluación, denuncia y asunción de responsabilidades en aquellos proyectos que resulten perjudiciales para los pueblos receptores. Para que este mecanismo público de control funcione, es muy importante que exista transparencia. Sin el acceso a la información no puede haber ni control ni evaluación.
9. Redireccionar la gestión de estos instrumentos hacia al Ministerio de Asuntos Exteriores, de forma que sea éste y no los ministerios económicos (Economía y Hacienda y/o Industria, Turismo y Comercio) quien certifique que los proyectos elegidos son aceptables en tanto que cumplen los criterios de sostenibilidad y desarrollo aprobados en sus respectivos planes de Cooperación al Desarrollo, tal y como ya sucede en Alemania, Gran Bretaña e Italia y también, en parte, en Bélgica y Francia. 

